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Asunto: Acción de tutela No. 2021-0221 

  Sentencia Primera Instancia 

 

Fecha:  16 de junio de 2021 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto Nacional 2591 de 1991, se emite 

sentencia de primer grado en la actuación de la referencia. 

 

1.- Identificación del solicitante: (Art. 29 Núm. 1 D. 2591/91):  

 

Flor María Ramírez Reyes, identificada con C.C. No. 20.749.960, quien actúa en nombre propio. 

 

2.- Identificación de quien provenga la amenaza o vulneración: (Art. 29 Núm. 2 D. 2591/91):  

 

La actuación es dirigida por la tutelante contra la Unidad para la Atención y Reparación Integral a 

las Victimas. 

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Núm. 3 D. 2591/91):  

 

La accionante indica que se trata del derecho a la reparación integral y el derecho al debido proceso. 

 

4.- Síntesis de la demanda:  

 

a) Hechos: Manifiesta la accionante que, es víctima del conflicto armado interno de nuestro país, 

por el hecho victimizante de desplazamiento forzado. El 05 de octubre del 2019, la Unidad para 

la Atención y Reparación Integral para las Víctimas emitió la Resolución No. 04102019-56110, 

con la cual ya había cumplido los criterios para poder ser indemnizada junto con su grupo 

familiar. 

 

No obstante, desde esa fecha la Unidad no la ha indemnizado, pese a ser una persona de la 

tercera edad. Señala no tener ánimos de trabajar porque ha sido operada del apéndice, el cual se 

afectó por las preocupaciones y enfermedades que ha venido sufriendo a lo largo de este 

desplazamiento, y la indemnización sería lo único que le ayudaría a subsistir un poco a su 

familia. 

 

Indica que, requiere esta tutela basada en la ley 1448 del 10 de junio del 2011, a la cual tiene 

derecho. Reitera que es un adulto mayor y que va llegando a los 70 años.  
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b) Petición: Se tutelen sus derechos deprecados y se ordene a la accionada decidir de fondo la 

solicitud invocada en los hechos de esta tutela. 

 

5- Informes: (Art. 19 D.2591/91) 

 

a) Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas: 

 

Dentro de la oportunidad legal, la entidad accionada manifestó que, para el caso de la señora Flor 

María Ramírez Reyes, una vez verificado el Registro Único de Víctimas – RUV, se encuentra 

acreditado el estado de inclusión por el hecho victimizante de Desplazamiento forzado, en marco de 

la Ley 387 de 1997. A su vez, indica que en su sistema de gestión documental no se evidencia 

solicitud presentada por la parte accionante, con el fin de obtener indemnización administrativa por 

el hecho victimizante de Desplazamiento forzado, de lo que se colige que no inició ante la Entidad 

la actuación administrativa. Por lo anterior, la Unidad para las Víctimas se permite informar que la 

presunta vulneración del derecho fundamental reclamado por la parte accionante no obedece a una 

actitud evasiva de esta Entidad, sino a una eventual actuación ajena. 

 

Señala que, la parte accionante está reclamando la protección de un derecho sin haber brindado a la 

entidad la oportunidad de pronunciarse sobre el trámite adecuado y sin haber acreditado la 

acusación de un perjuicio irremediable. Obsérvese que, al acceder a las pretensiones de la señora 

Flor María Ramírez Reyes se configuraría una violación al derecho a la igualdad del que gozan 

todas las personas víctimas del conflicto que pretenden acceder a los beneficios contemplados en la 

Ley, pues al ellos presentar solicitudes previas a la interposición de la acción de tutela, y estarían 

acudiendo en debida forma a los mecanismos administrativos establecidos para tal fin.  

 

En este orden de ideas a la tutelante no se le ha vulnerado ningún derecho fundamental, toda vez 

que no existe prueba que configure la excepción a la regla de procedibilidad de acción de tutela, es 

decir la causación de un perjuicio irremediable, en el entendido que la naturaleza de la tutela como 

mecanismo subsidiario que exige que se adelante las acciones o trámites judiciales o administrativas 

alternativas y por lo tanto, no se pretenda atribuir a la acción de tutela como el medio principal e 

idóneo para la reclamación de la indemnización administrativa por el hecho victimizante de 

Desplazamiento forzado.  

 

Siendo entonces estos los puntos claros, se solicitará declarar improcedente la acción de tutela; no 

obstante, si lo considera necesario conmine a la señora Flor María Ramírez Reyes hacer la solicitud 

respectiva ante los canales de atención autorizados, donde se le informará el trámite a seguir para la 

obtención de indemnización administrativa por el hecho victimizante de Desplazamiento forzado. 
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Argumentó de tal manera, improcedencia de la acción de tutela, inexistencia de vulneración a los 

derechos fundamentales reclamados y solicitó declarar improcedente el presente tramite tutelar. 

 

De otra parte, tras requerimiento efectuado por el Despacho informó que, la Subdirección de 

Reparación Individual expidió la Resolución No. 04102019-56110 - del 5 de octubre de 2019 con 

resultado del método técnico de priorización, que resolvió de fondo la solicitud de indemnización 

administrativa de la parte accionante. A su vez, frente a la solicitud realizada por Flor María 

Ramírez Reyes, la Entidad emitió respuesta mediante comunicación con radicado de salida No. 

202172016476571 del 16 de junio de 2021, dicha información es enviada a la dirección de correo 

electrónico suministrada por el accionante dentro de la presente acción de tutela, pese a que no ha 

iniciado actuación administrativa.  

 

Señaló a su vez que, para el caso de la accionante Flor María Ramírez Reyes, es de informar que no 

acredita situación de extrema vulnerabilidad conforme a los lineamientos del artículo 4 de la 

Resolución 1049 de 2019, modificada por la Resolución 00582 de 26 de abril de 2021. Además, de 

acuerdo con el procedimiento de indemnización administrativa Resolución Nº. 04102019-56110 - 

del 5 de octubre de 2019 “Por medio de la cual se decide sobre el reconocimiento de la medida de 

indemnización administrativa a la que hacen referencia los artículos 132 de la Ley 1448 de 2011 y 

2.2.7.3.1.y siguientes del Decreto Único Reglamentario 1084 de 2015”. No obstante, resulta preciso 

advertir que, el orden de otorgamiento o pago de la indemnización estará sujeto al resultado del 

Método Técnico de Priorización; en razón a lo dispuesto en el artículo 14 de la Resolución 1049 de 

2019. 

 

Aclara que, el Método Técnico de Priorización y no PAARI toda vez que este último no se 

encuentra vigente, es un proceso técnico que permite a la Unidad para las Víctimas analizar criterios 

y lineamientos que debe adoptar, mediante el análisis objetivo de variables demográficas; 

socioeconómicas; de caracterización del hecho victimizante; y de avance en la ruta de reparación, 

con el propósito de establecer el orden más apropiado para otorgar la indemnización administrativa 

de acuerdo a la disponibilidad presupuestal anual. Este proceso técnico será aplicado cada año, para 

aquellas víctimas que hayan recibido respuesta de fondo afirmativa sobre el derecho a recibir la 

medida de indemnización administrativa. 

 

Indicó que, la resolución le fue notificada a la accionante el 03 de mayo de 2020, del cual no se 

interpuso recurso alguno, en consecuencia, dicho acto administrativo se encuentra en firme. Informa 

que mediante oficio de fecha 15 de junio de 2021, se determinó el resultado de la aplicación del 

método técnico de priorización del año 2021, para el caso puntual y según el resultado no le será 
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reconocido el pago para esta vigencia, por este motivo debe estar atenta al método técnico de 

priorización del año 2022 que la unidad para las victimas realizará. 

 

Teniendo en cuenta que, en el caso, no es posible realizar el desembolso de la medida de 

indemnización en la presente vigencia 2021, la Unidad procederá a aplicarle el Método el 30 de 

julio de 2022, con el fin de determinar la priorización para el desembolso de su indemnización 

administrativa. Es importante indicar que, en ningún caso, el resultado obtenido en una vigencia 

será acumulado para el siguiente año.  

 

Cabe resaltar que, si se llegase a contar con una de las tres situaciones de urgencia manifiesta o 

extrema vulnerabilidad contenidos en el artículo 4 de la Resolución 1049 de 2019, modificada por 

la Resolución 00582 de 26 de abril de 2021, podrá adjuntar en cualquier tiempo, la certificación y 

los soportes necesarios en los términos definidos en la Circular 0009 de 2017 expedida por la 

Superintendencia Nacional de Salud, o norma que la sustituya para priorizar la entrega de la 

medida. 

 

Por ultimó presentó manifestaciones sobre la necesidad de establecer criterios de priorización. 

recuento jurisprudencial, el método técnico de priorización, el hecho superado, perjuicio 

irremediable, debido proceso.  

 

6.- Pruebas:  

 

Las documentales existentes en el proceso. 

 

7.- Problema jurídico:  

 

¿Existe vulneración de los derechos fundamentales de la tutelante por cuenta de la entidad 

convocada? 

 

8.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 

 

a.- Fundamentos de derecho: Precisó la jurisprudencia constitucional sobre las reglas para la 

entrega de la ayuda humanitaria en sentencia T – 0142 de 2017: 

 

“… Reglas jurisprudenciales definidas para la entrega de la ayuda humanitaria y su 

prórroga 
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5.1 Naturaleza y características de la ayuda humanitaria[40]. En sentencia T-062 de 

2015[41] la Corte señaló que uno de los principales problemas que tienen las víctimas del 

desplazamiento forzado es la incapacidad de generar ingresos para proveer su propio 

sostenimiento, pues una vez salen de su lugar de origen son sometidas a condiciones 

infrahumanas, hacinadas en zonas marginadas de las ciudades intermedias o capitales, 

donde la insatisfacción de las necesidades básicas es habitual y su arribo influye 

decididamente en el empeoramiento de las condiciones generales de vida de la comunidad 

allí asentada: alojamiento, salubridad, abastecimiento de alimentos y agua potable, entre 

otros[42].  
  
5.2 Así, una vez ocurren los hechos que generan el desplazamiento forzado se origina el 

deber del Estado de brindar ayuda humanitaria a la población víctima del flagelo dada su 

estrecha conexión con el derecho a la subsistencia mínima y el derecho fundamental al 

mínimo vital[43]. Tales derechos, deben ser satisfechos en cualquier circunstancia por las 

autoridades competentes, puesto que en ello se juega la subsistencia digna de las personas 

que se hallan en esta situación. Por lo tanto, la ayuda humanitaria tiene como finalidad 

asistir, proteger y auxiliar a la población desplazada para superar la situación de 

vulnerabilidad en la que se encuentra. 
  
5.3 En cuanto a las características que debe contener la atención humanitaria esta 

Corporación ha identificado las siguientes: (i) protege la subsistencia mínima de la 

población desplazada[44]; (ii) es considerada un derecho fundamental[45]; (iii) es 

temporal; (iv) es integral[46]; (v) tiene que reconocerse y entregarse de manera adecuada 

y oportuna, atendiendo la situación de emergencia y las condiciones de vulnerabilidad de 

la población desplazada[47]; y (vi) tiene que garantizarse sin perjuicio de las restricciones 

presupuestales.[48] 
  
5.4 Etapas que comprende la ayuda humanitaria. La política pública en materia de 

desplazamiento forzado, está contenida principalmente en la Ley 387 de 1997[49] y la Ley 

1448 de 2011[50]. En la sentencia T-707 de 2014[51], se hace un resumen de estas etapas 

que se complementa con lo establecido en otras disposiciones normativas, tal y como se 

puede ver a continuación: 
  
 (i) Ayuda humanitaria inmediata: se encuentra contemplada en el artículo 63 de la Ley 

1448 de 2011[52] y en el artículo 108 del Decreto 4800 de 2011[53], y es aquella que se 

otorga a las personas que: (i) manifiesten haber sido víctimas del desplazamiento forzado 

en los casos que resulta agravada la situación de vulnerabilidad que enfrentan; (ii) 

requieren un albergue temporal; y (iii) asistencia alimentaria. La obligación de entrega de 

este beneficio se encuentra en cabeza del ente territorial de nivel municipal, el cual, sin 

demora alguna, debe facilitarlo desde el momento que se presenta la declaración del 

hecho victimizante y hasta que tenga lugar la inclusión en el Registro Único de 

Víctimas[54]. 
  
(ii) Ayuda humanitaria de emergencia: aparece regulada en el artículo 64 de la Ley 1448 

de 2011 reglamentado por el Decreto Nacional 2569 de 2014[55], y en los artículos 109 a 

111 del Decreto 4800 de 2011. De acuerdo con las normas en cita, su entrega tiene lugar 

después de que se ha logrado el registro en el RUV, siempre que el desplazamiento haya 

ocurrido dentro del año previo a la declaración. Para el efecto, es preciso que se haya 

superado la etapa inicial de urgencia y el desplazado haya ingresado al sistema integral 

de atención y reparación. Esta asistencia se compone de auxilios en materia de 

alimentación, artículos de aseo, manejo de abastecimiento, utensilios de cocina y 

alojamiento transitorio. Dependiendo del nivel de vulnerabilidad que se determine luego 

de la caracterización de la situación particular que afronta cada núcleo familiar, variarán 

los montos y cantidades de la ayuda. Por último, la administración del beneficio en 

comento se encuentra a cargo de la UARIV. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn40
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn41
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn42
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn43
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn44
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn45
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn46
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn47
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn48
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn49
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn50
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn51
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn52
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn53
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn54
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn55
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(iii) Ayuda humanitaria de transición: está establecida en el artículo 65 de la Ley 1448 de 

2011 y en los artículos 112 a 116 del Decreto 4800 de 2011. En general, es aquella que se 

entrega a las personas desplazadas incluidas en el Registro Único de Víctimas, cuyo 

desplazamiento haya ocurrido en un término superior a un año contado a partir de la 

declaración, cuando no se hubiere podido restablecer las condiciones de subsistencia, 

pero cuya valoración no sea de tal gravedad y urgencia que los haría destinatarios de la 

atención humanitaria de emergencia. Esta ayuda tiene como finalidad servir de puente 

para consolidar soluciones duraderas. Desde esta perspectiva, incluye componentes de 

alimentación y alojamiento los cuales se encuentran a cargo de la UARIV y del ente 

territorial[56]. 
  
5.5 Prórroga de la ayuda humanitaria. Con relación al carácter temporal de la ayuda 

humanitaria, la Corte en sentencia C-278 de 2007[57], al realizar el control de 

constitucionalidad del artículo 15 de la Ley 387 de 1997[58], indicó que esta no puede 

estar sujeta a un plazo fijo inexorable, pues aunque es conveniente tener una referencia 

temporal, la ayuda debe ser flexible y estar condicionada a que se supere la situación de 

vulnerabilidad. En igual sentido, esta Corporación se ha pronunciado en sede de tutela 

sobre la necesidad de que la entrega de la ayuda humanitaria no se interrumpa sino hasta 

cuando el afectado se encuentre en condiciones materiales para asumir su propia 

manutención[59]. 
  
Conforme lo expuesto, no existe un plazo máximo para el otorgamiento de la ayuda 

humanitaria, y la misma puede prorrogarse y extenderse en el tiempo para aquellas 

víctimas que: (i) se encuentren en una situación de especial vulnerabilidad o urgencia 

extraordinaria; (ii) no estén en condiciones de asumir por sí mismos su sostenimiento a 

través de un proyecto de estabilización o restablecimiento socioeconómico; y (iii) sean 

sujetos de protección constitucional reforzada o protección con enfoque diferencial como 

los niños, niñas y adolescentes, personas de la tercera edad, mujeres cabeza de 

familia. Los requisitos para determinar si es procedente la prórroga de la ayuda 

humanitaria no dependerán del transcurso de un tiempo dado, sino de la evaluación que se 

efectúe en cada caso, teniendo en cuenta las necesidades y las condiciones personales de 

los afectados. 
  
5.6 Por otra parte, de acuerdo con el desarrollo de la jurisprudencia constitucional, la 

prórroga varía según la etapa de atención humanitaria en la que se encuentre el 

beneficiario, por lo cual puede ser de orden general o automática. (i) La prórroga 

general es aquella que debe ser solicitada por cualquier persona desplazada, la cual se 

encuentra sujeta a una valoración realizada previamente por la entidad competente sobre 

las circunstancias de vulnerabilidad del posible beneficiario, con el propósito de 

determinar si es o no procedente su otorgamiento. (ii) La prórroga automática opera en 

casos en los cuales por circunstancias de debilidad manifiesta, como por ejemplo que se 

encuentren en riesgo derechos de una persona en condición de discapacidad, debe 

otorgarse nuevamente la atención de forma inmediata. Debe entregarse de manera 

integral, completa e ininterrumpida, sin necesidad de programar o realizar visitas de 

verificación y asumiendo que se trata de personas en situación de vulnerabilidad extrema 

lo que justifica el otorgamiento de la prórroga, hasta el momento en que las autoridades 

comprueben que se han logrado condiciones de  autosuficiencia integral y de dignidad, 

momento en el cual podrá procederse mediante decisión motivada, a la suspensión de la 

prórroga[60]. 
  
5.7 Turnos y orden de entrega de la ayuda humanitaria. Una expresión del derecho a la 

igualdad en la asignación de la ayuda humanitaria es que para su entrega se prevean 

turnos que permitan optimizar su asignación. En reiterada jurisprudencia esta 

Corporación ha señalado que los turnos son un mecanismo operativo que permite 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn56
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn57
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn58
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn59
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn60
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garantizar la eficiencia, eficacia, racionalización y especialmente, la igualdad al 

momento de hacer la entrega de la ayuda humanitaria. Sin embargo, la fijación de 

turnos en un lapso desproporcionado desnaturaliza la ayuda que debe ser inmediata, 

oportuna y efectiva, por lo que es necesario determinar el momento concreto y real en el 

que se hará la entrega de la ayuda, el cual en todo caso debe ser un término 

razonable[61]. 
  
Asimismo, esta Corporación también ha sostenido que la asignación de turnos debe 

consultar el nivel de vulnerabilidad de los beneficiarios, pues es imprescindible brindar 

protección reforzada a quien además de desplazado pertenece a uno de los grupos de 

especial protección constitucional como son las madres cabeza de familia, personas en 

situación de discapacidad, adultos mayores, entre otros[62]. 
  
5.8 Finalmente, es pertinente mencionar que mediante Auto 373 del 23 de agosto de 

2016[63], la Sala Especial de Seguimiento a la sentencia T-025 de 2004, al evaluar las 

acciones gubernamentales para la superación del estado de cosas inconstitucional en la 

situación de la población desplazada, y específicamente pronunciarse sobre el componente 

de ayuda humanitaria, señaló que el nivel de cumplimiento de la sentencia frente a la 

orden de realizar ajustes importantes a dicho componente es medio, toda vez que las 

actuaciones desplegadas muestran resultados que impactan favorablemente el goce 

efectivo del derecho a la subsistencia mínima de la población desplazada. No obstante, los 

programas implementados y la capacidad institucional demostrada aún es formalmente 

aceptable, pues pese a que ha aumentado el número de ayudas entregadas, continúan las 

demoras que afectan a las personas que se encuentran en vulnerabilidades altas, a las 

cuales se les exigen requisitos desmedidos que condicionan su acceso a las ayudas 

humanitarias[64]. 
  
Así, las falencias de las políticas públicas en la situación de la población desplazada 

subsisten, y en esta medida también lo hacen las prácticas inconstitucionales que obligan a 

la intervención del juez de tutela de acuerdo con la problemática específica que presente 

cada caso[65]. 
  
6. Reglas jurisprudenciales definidas para la entrega de la indemnización 

administrativa[66] 
  
6.1 Dentro de las medidas previstas en la Ley 1448 de 2011, para la atención, asistencia y 

reparación integral de las víctimas de desplazamiento forzado, el artículo 25 de la 

precitada cuerpo normativo, estableció que la reparación comprende las medidas de 

restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus 

dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica, las cuales se 

implementarán de acuerdo con la vulneración de sus derechos y las características del 

hecho victimizante.  
  
Sin embargo, también precisó que las medidas de asistencia como la ayuda humanitaria no 

sustituyen ni reemplazan a las medidas de reparación, por lo que los gastos que se generen 

por la prestación de servicios de asistencia, de ninguna forma pueden ser descontados de 

la indemnización administrativa o judicial a que tienen derecho  las víctimas. 
  
En cuanto a la indemnización por vía administrativa, el Decreto Reglamentario 4800 de 

2011[67] modificó el programa de reparación individual para las víctimas creado 

mediante el Decreto 1290 de 2008, fijando en su artículo 155 un régimen de transición 

para este tipo solicitudes de reparación anteriores a la expedición del Decreto 4800 de 

2011[68]. 
  

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn61
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http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn63
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn64
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn65
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn66
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn67
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn68
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6.2 De dicho régimen de transición es preciso resaltar que las solicitudes de 

indemnización por vía administrativa formuladas en virtud del Decreto 1290 de 2008, que 

al momento de publicación del Decreto 4800 de 2011 no hayan sido resueltas por el 

Comité de Reparaciones Administrativas, se tendrán como solicitudes de inscripción en el 

Registro Único de Víctimas y deberá seguirse el procedimiento establecido en este último 

decreto para la inclusión de solicitantes en el registro. Si el o los solicitantes ya se 

encuentran inscritos en el Registro Único de Población Desplazada (en adelante RUPD), 

se seguirán los procedimientos establecidos en el Decreto 4800 de 2011 para la entrega de 

la indemnización administrativa. 
  

Para las solicitudes de indemnización administrativa presentadas con posterioridad a la 

entrada en vigencia del Decreto 4800 de 2011, el título VII 

relativo a las medidas de reparación integral, en el capítulo III, entre los artículos 146 a 

162, define los aspectos de la indemnización por vía administrativa, entre los cuales se 

pueden destacar el monto a pagar por los diferentes daños que se pueden causar a las 

víctimas[69]. En cuanto a la distribución de la indemnización en el artículo 150 se indican 

los porcentajes en que la misma se debe realizar, teniendo en cuenta los familiares y el 

cónyuge o compañero permanente de la víctima[70]. 

  

6.3 De esta forma, la persona que pretenda reclamar la reparación administrativa por 

cumplir con la calidad de víctima, que se describe en el inciso 2° del artículo 3° de la Ley 

1448 de 2011, deberá previa inscripción en el Registro Único de Víctimas, solicitarle a la 

UARIV la entrega de la indemnización administrativa a través del formulario que esta 

disponga para el efecto, sin aportar documentación adicional salvo datos de contacto o 

apertura de una cuenta bancaria o depósito electrónico, si la entidad lo considera 

pertinente (art. 151). En ese orden, si hay lugar a ello se entregará la indemnización 

administrativa en pagos parciales o un solo pago total atendiendo a criterios de 

vulnerabilidad y priorización[71]. 

  

6.4 En igual sentido, a través del Decreto 1377 de 2014[72] se reglamenta la ruta de 

atención, asistencia y reparación integral, en particular en lo relacionado con la medida 

de indemnización administrativa a víctimas de desplazamiento forzado, determinándose 

como criterios de priorización para la entrega este tipo de indemnización[73]: (i) el que se 

hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima y se encuentre en proceso 

de retornó o reubicación;  (ii) no estar suplidas sus carencias en materia de subsistencia 

mínima dada la situación de extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta por 

la condición de discapacidad, edad o composición del hogar; y (iii) que pese a que se han 

superado las carencias en materia de subsistencia mínima no se haya podido llevar a cabo 

el retorno o reubicación por razones de seguridad[74]. 

  

6.5 Conforme a lo anterior, se concluye que el ordenamiento jurídico vigente contempla 

reglas que permiten a las víctimas del conflicto armado obtener la reparación integral 

para sí y para los miembros de su familia. Entre las medidas de reparación se encuentra 

la indemnización administrativa, cuyo procedimiento de entrega, criterios de distribución 

y montos, está encaminado a optimizar la asignación masiva de reparaciones previstas 

para víctimas del conflicto armado…”  
 

 

b.- Caso concreto: Ahora bien, según las pruebas que obran en el legajo, se tiene que a la 

accionante le fue reconocida indemnización administrativa no obstante la misma no ha sido 

entregada, en tanto no se encuentra priorizada. 

 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn69
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Corolario de lo anterior, ha de indicársele a la accionante que para acceder a las indemnizaciones y 

ayudas que reclama, debe acogerse a los mecanismos administrativos dispuestos en la Ley para 

dichos fines, la Corte Constitucional ha precisado en dicho sentido que, una expresión del derecho 

a la igualdad en la asignación de la ayuda humanitaria es que para su entrega se prevean turnos 

que permitan optimizar su asignación. En reiterada jurisprudencia esta Corporación ha señalado 

que los turnos son un mecanismo operativo que permite garantizar la eficiencia, eficacia, 

racionalización y especialmente, la igualdad al momento de hacer la entrega de la ayuda 

humanitaria1. 

 

De igual manera, ha puntualizado la jurisprudencia constitucional que, a través del Decreto 1377 de 

2014[72] se reglamenta la ruta de atención, asistencia y reparación integral, en particular en lo 

relacionado con la medida de indemnización administrativa a víctimas de desplazamiento forzado, 

determinándose como criterios de priorización para la entrega este tipo de 

indemnización[73]: (i) el que se hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima y 

se encuentre en proceso de retornó o reubicación;  (ii) no estar suplidas sus carencias en materia 

de subsistencia mínima dada la situación de extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta por 

la condición de discapacidad, edad o composición del hogar; y (iii) que pese a que se han superado 

las carencias en materia de subsistencia mínima no se haya podido llevar a cabo el retorno o 

reubicación por razones de seguridad[74]2. 

 

A su vez, conforme fuere informado por la UARIV, mediante la Resolución No. 01049 de 2019, se 

adoptó el procedimiento para reconocer y otorgar las indemnizaciones por vía administrativa y se 

crea el método de priorización, en dicha normativa se dispone en el artículo 14 que en el caso que 

proceda el reconocimiento de la indemnización y la victima haya acreditado alguna de las 

situaciones de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad referidas en el artículo 4 de este acto 

administrativo, se priorizara la entrega de la medida de indemnización, atendiendo a la 

disponibilidad presupuestal de la Unidad de Victimas. 

 

Por su parte el articulo 4 ibíd, preceptúa que, para los efectos de este acto administrativo, se 

encuentran en urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad cuando se acredite: (i) Edad: tener una 

edad igual o superior a los setenta y cuatro (74) años. (ii) Enfermedad: Tener enfermedades 

huérfanas, de tipo ruinoso, catastrófico o de alto costo, definidas como tales por el Ministerio de 

Salud y Protección Social. (iii) Discapacidad: Tener discapacidad que se certifique bajo los 

criterios, condiciones e instrumentos pertinentes y conducentes que establezca el Ministerio de 

Salud y Protección Social o la Superintendencia Nacional de Salud. 

 
1 T – 142 de 2017. 
2 Ibídem. 
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Corolario de ello, no se encuentra la vulneración de los derechos de la tutelante, en tanto ya le fuere 

proferida decisión de reconocimiento de indemnización administrativa. No obstante, al aplicarse el 

método de priorización no se encuentra beneficiada para esta vigencia, habida cuenta que la 

accionante no se encuentre en situación de urgencia manifiesta como las ya citadas, debiendo 

esperar el nuevo estudio de priorización que se realizara o adjuntando la documental ante la entidad 

que acredite alguna de dichas circunstancias. Por consiguiente, el Despacho negara la acción de 

tutela impetrada. 

 

En consecuencia, el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., administrando 

justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley. 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela impetrado por FLOR MARÍA RAMÍREZ REYES, 

identificada con C.C. No. 20.749.960, quien actúa en nombre propio, contra LA UNIDAD PARA 

LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS,  

 

SEGUNDO: NOTIFICAR lo aquí resuelto a las partes por el medio más expedito y eficaz de 

acuerdo con lo preceptuado por el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR el expediente a la Honorable Corte Constitucional para eventual revisión, 

en el evento que no se impugne la presente decisión. 

 

NOTIFÍQUESE,  

 

CESAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ 

PZT 

 

 


